Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 52 minutos) 


La Comisión Especial de Deporte de la Cámara de Senadores da la bienvenida al doctor 
Dardo Preza, Presidente de la Comisión de Reforma del Código del Proceso Penal. Quiero aclarar que 
hace bastante tiempo que estamos trabajando en torno a este tema y consideramos que su 
participación es muy importante. 


SEÑOR PREZA.- Señor Presidente, señores Senadores: ante todo, agradezco esta amable invitación. 
Debo señalar que en el día de ayer estuve preparando este informe relacionado con la inquietud 
manifestada por los integrantes de esta Comisión, antes de que se produjeran los lamentables 
incidentes ocurridos en el Estadio del Club Danubio. Quizás lo que haya esbozado en este material 
esté fuera de contexto; pero no soy un extraterrestre y la problemática de la violencia en el fútbol me 
preocupa mucho, como a todos los señores Senadores y al conjunto de la sociedad. Integré tres 
Tribunales en la Asociación Uruguaya de Fútbol y sigo haciendo deportes, por lo que, obviamente, no 
soy para nada insensible a esta problemática. 


En este sentido, en primer lugar, quiero destacar mi franca actitud de colaboración con los 
señores Senadores en la búsqueda de soluciones para afrontar una problemática social que afecta a 
toda la comunidad. 


En segundo término, deseo expresar mi total coincidencia con los conceptos vertidos en el 
seno de esta Comisión por el señor Ministro de la Suprema Corte de Justicia, doctor Leslie Van 
Rompaey, por el señor Juez Letrado en lo Penal, doctor Jorge Díaz Almeida, y me remito, por 
compartirlas íntegramente, a las opiniones expresadas en materia penal por este distinguido 
Magistrado. También concuerdo con las manifestaciones del profesor doctor Milton Cairoli -cuya 
opinión me merece el mayor de los respetos-, salvo alguna objeción de orden procesal que no viene al 
caso analizar en este momento. 


Sin perjuicio de quedar a las órdenes de los señores Senadores para que formulen las 
preguntas que estimen del caso, deseo expresar algunas ideas con relación al tema que nos convoca. 


La dogmática penal dominante, encabezada por el ilustre penalista alemán, Claus Roxin, 
aconseja que hay que descriminalizar. Esto significa que para poder divisar el árbol en esa 
enmarañada selva normativa de significación penal, hay que retirar la hojarasca. La experiencia nos 
revela que son tantas las previsiones legales que se superponen, se “superfetan” y se contradicen, que 
en la práctica es muy difícil divisar el monte. Y, tal como enseña el insigne maestro, las figuras penales 
deben concretarse a aquellas que realmente procuren la protección de bienes jurídicos fundamentales, 
como sin duda lo son el bien de la vida, de la integridad física, de la propiedad y de la libertad, entre 
otros valores que son caros al relacionamiento social. Y eso sí -dice Roxin-, cuando tengamos 
suficientemente protegidos esos bienes jurídicos a través de las figuras penales respectivas, que los 
órganos competentes las apliquen con efectividad y se apliquen las penas correspondientes a los 
infractores penales. 


Más allá de lo que seguiré diciendo, adelanto que, en mi modesta opinión, las soluciones 
esbozadas ya están en la normativa. Por esto de la superfetación de las distintas leyes, nos hemos 
olvidado de que hay una ley de medidas alternativas a la prisión preventiva y a la pena de prisión, con 
un elenco amplísimo de posibilidades; distinta es la realidad en cuanto a que los Magistrados que 
deben aplicarlas no lo hagan. 


Hace ya mucho tiempo que en la dogmática penal ha quedado erradicada la represión del 
peligrosismo penal. En un Derecho Penal democrático, liberal, garantista, no se pueden adoptar 
medidas restrictivas de la libertad de una persona en función de la presunta peligrosidad de un 
individuo, de la persona humana. Hay que juzgar en función de sus actos y no de sus caracteres de 
personalidad. Hace ya mucho tiempo que resultó erradicada de los sistemas penales esta visión 


peligrosista proveniente de la Escuela Positiva encabezada por el médico Cesare Lombroso. No, 
señores Senadores: hay que juzgar en función de la conducta humana infractora de un precepto penal 
previamente establecido; así lo dice claramente el artículo 1? del Código Penal. 


Como decía, hace ya un buen tiempo que rige en el ordenamiento jurídico nacional la Ley 
N? 17.726, “Prisión Preventiva”, que establece medidas alternativas a la prisión preventiva y aun a las 
penas de prisión. En este texto normativo existe una amplia gama de posibilidades para responder ante 
situaciones de violencia, ya sea con motivo o en ocasión de un espectáculo deportivo o cuando la 
violencia se manifieste en cualquier ámbito del relacionamiento social. La violencia está instalada en la 
relación social y no creo que toda esta problemática, en sí compleja, se pueda resolver con una 
respuesta legislativa. Si esta existe, la apoyaré con el mayor énfasis, pero creo que, como en otros 
temas, la cuestión no se debe encarar creando más leyes, ni la solución se encuentra generando 
nuevas figuras penales o incrementando las penas; el resultado está a la vista. 


No debemos olvidar jamás que el principio es la libertad del hombre y así lo consagra 
expresamente el artículo 10 de la Constitución de la República. Entonces, desde una visión 
democrática y liberal -que es, en definitiva, una concepción del mundo y de la vida, como lo enseñaba 
magistralmente el catedrático Aníbal Barbagelata-, ese principio de libertad solo podrá ser afectado 
cuando una norma legal así lo disponga y en función de que aquel que resulte afectado por la 
restricción o privación de su libertad, haya cometido un acto antijurídico, esto es, haya vulnerado de 
modo consciente y voluntario un precepto penal preestablecido, de acuerdo con el principio de 
legalidad consagrado por el artículo 1% del Código Penal. 


En definitiva, imponer una restricción de su libertad a una persona por el solo hecho de 
considerarla peligrosa, potencial infractora de una norma penal, significa retroceder a etapas perimidas 
en la historia del Derecho Penal. 


En suma, resulta loable proponer y establecer soluciones tendientes a afrontar una 
problemática social profunda como el fenómeno de la violencia, instalado como un verdadero flagelo en 
la sociedad contemporánea, siendo múltiples y complejos los factores que la generan, pero siempre 
que esas posibles soluciones no afecten los principios garantistas que están en las bases de un 
relacionamiento social armónico insuflado de una visión democrática del mundo y de la vida. 


No olvidemos que no todo puede ser solucionado por la intervención legislativa, porque el 
propio Legislador afronta límites, y esos límites están en la Constitución; y en el eje de la máxima 
norma del orden jurídico nacional gira el principio de libertad. Las acciones privadas de las personas 
que de ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un tercero están exentas de la autoridad 
de los Magistrados; ningún habitante de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley ni 
privado de lo que ella no prohíbe. Creo, desde mi modesta opinión, que estos principios básicos de la 
convivencia democrática nacional deben estar siempre como numen rector en todo intento de solución 
legislativa. 


Esta es tan solo una aproximación a un tema muy complejo, y ahora quedo a las órdenes de 
los señores Senadores para responder las preguntas que estimen del caso realizar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LAPAZ.- Es con gran beneplácito que recibimos al doctor Preza en el seno de la Comisión 
Especial de Deporte de la Cámara de Senadores. Sabemos -recién lo mencionaba- que ha leído las 
versiones taquigráficas de las reuniones a las que han concurrido diferentes personalidades en 
representación de las instituciones y organismos que hemos tenido la oportunidad de recibir en la 
Comisión, escuchando sus opiniones y, en algún caso, sus sugerencias. 


Precisamente, en la última reunión que mantuvimos con el doctor Cairoli, estuvimos 
conversando y comparando el proyecto de ley que hemos presentado sobre la ampliación del régimen 
sancionatorio con el tema del no procesamiento, como una medida cautelar y alternativa. Se entiende 
que es inconstitucional y es una privación de libertad el hecho de prohibir la concurrencia a los 


espectáculos. Al respecto, hacíamos la semejanza con la Ley de Violencia Doméstica, cuyo artículo 10 
obliga a la persona a concurrir a charlas. Según conversábamos con el doctor Cairoli, esas charlas 
podrían implementarse en forma paralela a la realización del espectáculo, a modo de terapia que 
sirviera para ayudar al individuo a su reintegro a la sociedad o a los espectáculos. De esa manera, si 
se realizan las charlas en el mismo horario en que se disputan los espectáculos, la persona estaría 
participando de las reuniones y no del espectáculo. 


Al respecto, me interesaría conocer la opinión del doctor Preza. A su vez, me gustaría saber 
si en ese caso, a su modo de ver, la Ley de Violencia Doméstica es inconstitucional o no. Por otro lado, 
quisiera conocer su opinión sobre el derecho de admisión a los espectáculos, tanto por parte de los 
organizadores -llámese Federación Uruguaya de Básquetbol, Asociación Uruguaya de Fútbol o clubes- 
como por las instituciones sociales culturales que realizan determinados eventos en nuestro país. 


SEÑOR PREZA.- Señor Presidente: con mucho gusto voy a dar respuesta a la iniciativa del señor 
Senador Gustavo Lapaz. Espero que descuente que en mi ánimo está el mejor espíritu de buscar 
soluciones, y lo que he señalado antes me lo impone toda una trayectoria en la docencia en materia 
penal y procesal. 


Advertí que el doctor Cairoli hacía referencia -el señor Senador le preguntaba al respecto- a 
la Ley de Violencia Doméstica, norma que de por sí tiene una cantidad de aspectos criticables, no solo 
en filos de inconstitucionalidad, sino que también -lo digo con el mejor ánimo; ya lo he señalado en 
algún trabajo de la Doctrina- le dio una competencia “inflacionada” a los Jueces de Familia, a los 
Jueces de la materia, aun superando a los Jueces penales. Creo que los primeros que deben encarar 
los grandes problemas que derivan de la violencia son los Jueces penales, y luego vienen los otros. 


En varias de las exposiciones que he podido leer, se habla del tema de las faltas. Al respecto, 
el doctor Cairoli señaló que la Comisión que preside ha propuesto al Parlamento la eliminación de las 
faltas y, en lo personal, considero que está bien. El doctor Ferri decía que las faltas son “delitos 
enanos”, y creo que son más que eso; en estos tiempos, no tiene mayor sentido hablar de las faltas. El 
propio Roxin decía que debía, pues, eliminarse toda esa selva normativa, toda esa cantidad de figuras. 
¿Qué vamos a hablar de las faltas? Dejemos unas pocas normas penales pero, eso sí, cuando se 
determina la existencia de un infractor, apliquémoslas con total eficacia. 


Ahora bien, en esta problemática de la violencia en el deporte, son varios los órganos 
convocados a participar. Entre las declaraciones que se realizaron, observé que se vertieron conceptos 
elogiosos de parte del doctor Da Silveira, de quien fui compañero de Preparatorios. Recuerdo que 
cuando yo era Juez de Primera Instancia, el doctor Da Silveira criticó acerbadamente mi actuación por 
un incidente a la salida del estadio, después de un partido, donde la Policía detuvo a diez, quince o 
veinte personas. Debe tenerse en cuenta que, si cuando se llega al Juez no se le traen elementos de 
prueba mínimos indispensables, este no puede aplicar ninguna medida. Los Jueces debemos actuar 
en función de semiplena prueba. 


Por otra parte, he visto errores graves en algunas declaraciones. Por ejemplo, se habla de 
delitos peligrosos, pero los delitos existen o no existen y tiene que haber una exacta adecuación típica - 
una tipicidad, para los finalistas, y una adecuación típica, para los causalistas-, y el hecho que se juzga 
debe ajustarse plenamente al tipo penal preestablecido. Entonces, si nuestra organización 
constitucional tiene como eje sustancial el principio de la libertad, consagrado expresamente en el 
artículo 10 de la Constitución, nadie lo puede desconocer; no lo puede desconocer un Juez ni un Fiscal 
y, en la misma actitud, supongo que los Legisladores tratarán de establecer soluciones que no 
signifiquen el desconocimiento de lo que es la base de nuestro relacionamiento social. 


Sinceramente, lamento no poder decir al señor Senador Lapaz que apoyo su iniciativa - 
aunque reconozco que es loable- en forma calurosa. Insisto: no puedo expresar eso, porque creo que 
para poder adoptar cualquier medida que importe una situación restrictiva de la libertad, se requiere 
que previamente haya habido una conducta que se ajuste a un tipo penal y ello motive un 
procesamiento en función de semiplena prueba. Aun así, he visto errores conceptuales en algunas de 
las consideraciones que se realizaron, porque hay que tener en cuenta que procesar a un individuo no 


significa que sea culpable. Eso lo dirá el Juez al término del proceso con plenas garantías. De lo 
contrario, se están desconociendo principios básicos en el relacionamiento social y democrático. 


SEÑOR LAPAZ.- ¿Qué ocurre con el derecho de admisión? 


SEÑOR PREZA.- Creo que el derecho de admisión se puede hacer efectivo a través de los órganos 
que intervienen. Tenemos una Comisión actuando a nivel de la AUF desde hace muchos años e, 
incluso, algunos de sus miembros expresaron su punto de vista aquí. Las autoridades de cada uno de 
los clubes tienen potestades. Saben quiénes son los elementos peligrosos y saben que habría que 
empezar por no otorgarles entradas, pero se las dan. Entonces, hay una cantidad de medidas que 
están al margen de una respuesta legislativa. Creo que lo que ocurrió ayer se hubiera podido 
solucionar con presencia policial y actuando la Policía. 


En definitiva, si no se enjuicia a nadie, van a decir -como lo hizo el doctor Da Silveira en 
aquella oportunidad- que el Juez se cruzó de brazos y no hizo nada. En lo personal, puedo decir que 
cada vez que me trajeron a un individuo en situación de sospecha penal y que se logró reunir la 
semiplena prueba, no tiré “la pelota al outball”, hablando en términos futbolísticos, sino que actué. Los 
Jueces, así como los Fiscales, tienen que actuar en función de las normas garantistas que establece el 
proceso. 


En lo que tiene que ver con la preocupación acerca de las medidas vinculadas a impedir el 
acceso a los espectáculos, creo que a nivel administrativo las autoridades de los clubes y la Comisión 
que interviene desde hace ya muchos años, tienen a su alcance algunas medidas, sin llegar a la 
modificación de la ley ni a una respuesta legislativa. Precisamente, entiendo que una respuesta 
legislativa autorizando la privación de libertad sin que haya una incriminación a través de un auto de 
procesamiento es, en sí misma, grave, peligrosa y, en lo que me es personal, no la comparto. 


SEÑOR RÍOS.- Somos colegas pero no cursamos la misma especialidad; nuestro invitado es 
especialista en materia penal. 


Con respecto a este problema social de la violencia, que no solamente se da en el fútbol -la 
sociedad uruguaya en general está yendo por ese camino de violencia-, no podemos tener “la 
arrogancia” -entre comillas- de pensar que en una Comisión de Deporte podamos cubrir todos los 
elementos que tiene ese fenómeno multicausal. 


En lo personal, comparto la concepción de la libertad, del individuo libre y del bien jurídico 
tutelado. Entonces, creo que nosotros tenemos que ir limitando algunos elementos en función del bien 
jurídico tutelado porque, por ejemplo, en el caso de ayer, se violentó el derecho de los que no estaban 
allí, afectando la potencialidad del riesgo que tenían aquellas personas que no participaron en el hecho 
y que estaban disfrutando tranquilamente del espectáculo. Esas personas que no participan también 
forman parte del derecho jurídico tutelado por nosotros, como sociedad. Estamos de acuerdo con que 
no hay delito sin ley que lo establezca, según lo decía, si no recuerdo mal, Carnelutti y también el 
Código Penal, como me acotan aquí. Pero mi pregunta apuntaba a si, teniendo un marco normativo 
preventivo, es posible que una persona pueda ser infractora un día y que, posteriormente, se le 
apliquen medidas preventivas -por ejemplo, de no concurrencia o de detención momentánea- por parte 
de la Policía, teniendo como base aquella infracción original porque, de lo contrario, violaríamos el 
principio de libertad. Quiero saber si es posible que no violentemos el principio de libertad si aplicamos 
esas medidas, aunque ese día no haya habido una violación concreta en ese sentido. 


SEÑOR PREZA.- Con mucho gusto responderé la inquietud del señor Senador. 


Precisamente, eso es lo que quería destacar con anterioridad. Si un individuo cometió 
cualquier delito, como puede ser uno de riña, lesiones graves, gravísimas o tentativa de homicidio, el 
Juez lo puede procesar, pero tenemos la respuesta en el propio sistema y no necesariamente 
aplicándole la prisión preventiva y mandándolo a una cárcel, porque ya se sabe que las soluciones de 
la reclusión carcelaria, lamentablemente, no arrojan nada positivo. 


Entonces, estas medidas alternativas a la prisión preventiva y a la pena de prisión ya estaban 
antes; inclusive, el profesor Cairoli exhortaba a los Jueces en el interior a aplicar esas medidas aun sin 
ley, lo cual yo no compartía, pero había abogados -y he hablado con especialistas al respecto- que no 
cuestionaban esa inconstitucionalidad porque les convenía más que a su defendido lo enviaran a 
enseñar a los niños a jugar al fútbol, y no a una cárcel; ha habido casos de ese tipo en los que ha 
sucedido eso. 


A partir de un hecho infractor, el Juez cuenta con esas herramientas jurídicas y puede 
disponer, por ejemplo, que el acusado, en lugar de ir a la cárcel, durante seis meses permanezca a la 
hora de los partidos de fútbol en la Comisaría. Reitero: esta medida ya estaba prevista. Lo que sucede 
es que se trata de instrumentos legales que luego no se aplican. 


SEÑOR RÍOS.- Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestro invitado hizo mención a una anécdota relativa a lo que le pasó a raíz 
de una intervención del doctor Da Silveira después de un partido. 


Estaba leyendo la Ley N* 17.951, que aprobamos en el Parlamento por unanimidad, 
relacionada con la prevención, control y erradicación de la violencia, y la modificación que se le aplicó 
al artículo 323 bis del Código Penal, por medio del artículo 12 de la ley mencionada. Me gustaría leerla 
porque, justamente, tiene que ver con el motivo de la pregunta que quiero formular. Allí se expresa: “El 
que, con motivo o en ocasión de una competencia deportiva u otro espectáculo público que tuviera por 
objeto recreación o esparcimiento, al ingresar, durante el desarrollo del mismo o al retirarse participare 
de cualquier modo en una riña, será castigado con pena de tres a veinticuatro meses de prisión”. Lo 
que sucedió ayer lo vimos todos; no es que no haya documentación para que no se puedan presentar 
ante el Juez más de 200 participantes de este hecho a quienes, supongo, se identificará fácilmente. 
¿Eso de quién depende? 


Antes de comenzar esta sesión conversábamos con los compañeros de la Comisión y 
recordábamos la riña que hubo en un clásico entre Peñarol y Nacional; si mal no recuerdo, quien actuó 
de oficio fue el doctor Eguren. 


SEÑOR PREZA- Es así, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso concreto, ¿no se puede actuar de oficio? 
SEÑOR PREZA.- Su pregunta me introduce en un tema procesal muy interesante. 


En aquellos tiempos los Jueces actuábamos de oficio, y ello significa tomar la iniciativa ante 
un hecho del que la Policía da cuenta, o también puede ocurrir que se adopten medidas porque ese 
hecho es muy notorio. Actualmente, el principio debe ser lo contrario: quien tiene que tomar la iniciativa 
es el Fiscal, que es el titular de la acción penal. En aquella oportunidad el doctor Eguren estaba en el 
estadio y, sinceramente, no sé si la Fiscal le pidió su intervención o lo hizo de oficio. Además, quien 
habla estaba de espectador y, a su vez, integraba el Tribunal de Penas de la Asociación Uruguaya de 
Fútbol, por lo que pudo ver todos los detalles que se suscitaron en esa riña. Inclusive, a mi lado estaba 
mi compañero en el Tribunal de Penas -rival deportivo-, el doctor Balcaldi, con quien en esa ocasión 
nos gritamos los goles. 


En ese momento, se resolvió que los jugadores enseñaran a los niños a jugar al fútbol. 
Todavía no existía la ley de medidas alternativas y los abogados no se quejaron -tal como dije con 
anterioridad-, porque era mucho más saludable esa medida que ir a la cárcel. Pero ahora tenemos la 
ley y, sin embargo, no se aplica. A su vez, esta norma fue más allá, porque la iniciativa tenía que ver 
con medidas alternativas a la prisión preventiva. Luego complicaron todo y se extendió a penas de 
prisión, que son más cortas y que, como dice la dogmática penal alemana, no resocializan ni sirven 
para nada. 


SEÑOR RÍOS.- Cuando uno transita por la calle, puede advertir que para el ciudadano común la figura 
del Fiscal está algo confusa, puesto que no se tiene claro si ocupa un lugar como auxiliar de la Justicia 
y si depende del Poder Judicial o del Ministerio de Educación y Cultura. A su vez, a esta figura también 
se la confunde con el Juez. Lo cierto es que el Fiscal es quien, ni más ni menos, detecta la acción 
penal y quien hoy en día inhibe la acción del Juez cuando no toma la iniciativa en ese sentido. Es así 
que podría suceder que ocurriera uno de estos hechos, y aunque el Estadio estuviera lleno de Jueces, 
no podrían actuar si el Fiscal no acusa. Aclaro que estoy de acuerdo con el principio de armonía e 
independencia y con el concepto de que es necesario mantener la libertad de la persona, procurando 
que solamente pueda ser procesada cuando hay una violación de las leyes. Sin embargo, cuando las 
sociedades mutan, la regulación se hace mucho más necesaria y quizás hoy los uruguayos no seamos 
capaces de enfrentar estos temas de violencia. En lo personal, no me interesa saber a qué Fiscal le 
correspondía actuar, sino que lo que me preocupa es la situación de peligro que tuvieron que vivir 
muchas personas y, entre ellas, algunos niños. Es realmente preocupante que los niños vean armas de 
fuego en los espectáculos de deporte y que se vincule al fútbol con ese ensañamiento que 
demostraron algunas personas. 


Finalmente, quiero dejar una reflexión en el sentido de que como Legislador siento que tengo 
una responsabilidad pero, al mismo tiempo, siento que estoy impedido de hacer algo. Lo cierto es que 
en la actualidad, aunque hay una ley vigente, si el Fiscal no hace una acusación el Juez no puede 
hacer nada. Por todo esto, planteo la inquietud en el sentido de que quizás podría encontrarse alguna 
articulación que permitiera dotar a los Jueces de algún elemento. No estoy pidiendo que quien nos 
visita formule una propuesta en la tarde de hoy, pero destaco que ante hechos extraordinarios, muchas 
veces las medidas tradicionales no se adecuan a la situación y no ofrecen una solución. 


SEÑOR PREZA.- El señor Senador Ríos ha planteado algo que también está presente en la sociedad 
y que es el desconocimiento de cómo funciona el proceso penal y cuáles son los roles de cada 
operador del proceso. Somos integrantes de la Comisión que analiza la proyectada reforma del 
proceso penal y, dentro de ella, seguimos luchando para concretar aspectos que hemos prometido al 
Parlamento nacional. Está claro que para que eso suceda, todos deberemos luchar en el sentido de 
cambiar una conciencia nacional que hoy está totalmente distorsionada, ya que la opinión pública 
considera que el Juez es todopoderoso, que puede hacer cualquier cosa, y eso no es así. Todavía 
estamos con un proceso penal mixto moderno, eminentemente inquisitivo. Adelanto a los señores 
Senadores que, respecto a América Latina, nuestro país ocupa el único puesto -ya no somos 
campeones como en la época de Maracaná- por no tener un proyecto para acceder a un sistema 
acusatorio. Por tanto, somos el único vestigio de lo inquisitivo y tenemos que luchar contra todo esto y 
contra el desconocimiento. 


Es muy cierto lo que dice el señor Senador Ríos; la gente asocia la problemática de la 
dinámica del proceso penal con la intervención del Juez de Instrucción -aquel que proviene del Juez de 
Instrucción francés-, pero en el mundo esto ha cambiado y en la mayoría de los casos se establece un 
sistema en el que la iniciativa debe ser del Fiscal titular de la acción, con la acción contrarrestada del 
defensor y un Juez imparcial que estará a la aptitud de las pruebas aportadas por las partes. 


Entonces, es cierto que la opinión pública está muy lejos de esa visión, pero eso no significa 
que debamos seguir como estamos. En este caso es lo mismo: creo que no debemos actuar de 
acuerdo con lo que opina el pueblo en general -aclaro que me siento hombre de pueblo y por él camino 
todos los días-, porque no siempre tiene claras las cosas, como tampoco la tienen muchos periodistas 
que opinan del tema y parecen contar con la fórmula mágica. Ellos dicen que son los Legisladores que 
no hacen nada, o que como los Jueces no hacen nada, deben ser los Legisladores los que tienen que 
actuar. Cada uno cumple sus roles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Dardo Preza y le decimos que esta 
Comisión está abierta para cuando estime conveniente concurrir, ya que se trata de un trabajo que es 
responsabilidad de todos. 


SEÑOR PREZA.- Reitero mi agradecimiento y quedo enteramente a vuestras órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 27 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


